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TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

SALA PLENA 

 
MAGISTRADO PONENTE: Dr. ISRAEL SOLER PEDROZA 

 
Bogotá D.C., catorce (14) de septiembre del dos mil veinte (2020) 

    
Expediente Nº: 25000234200020200023100 

 Demandante:    MARGARITA MORENO DE CAMARGO 

       Demandado:    NACIÓN – RAMA JUDICIAL - DIRECCIÓN EJECUTIVA 

DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL. 

 Asunto: Manifestación impedimento Sala Plena – Prima especial 

de servicios del 30%, Art. 14 Ley 4° de 1992. 

________________________________________________________________ 

 

                                        I. ASUNTO 

 

Encontrándose el proceso al despacho para decidir sobre la admisión de la 

demanda interpuesta contra la NACIÓN – RAMA JUDICIAL - DIRECCIÓN 

EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL, procede la Sala Plena del 

Tribunal Administrativo de Cundinamarca, a decidir lo pertinente, teniendo en 

cuenta los siguientes, 

 

II. ANTECEDENTES 

 

 

En el sub examine, la señora MARGARITA MORENO DE CAMARGO, en calidad 

de cónyuge supérstite de Dr. Omar Augusto Camargo Machado, quien laboró como 

Juez penal de conocimiento del circuito de Bogotá, (FL. 2), mediante apoderado 

presentó demanda de nulidad y restablecimiento del derecho en contra de la  

Nación- Rama Judicial- Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, en la que 

solicita que se declare la nulidad de unos actos administrativos, y que a título de 

restablecimiento del derecho, se condene a la entidad  “al restablecimiento de los 

derechos del Dr. Omar Augusto Camargo Machado  (q.e.p.d.) representado en 

este proceso por la Señora MARGARITA MORENO DE CAMARGO,  en calidad 

de cónyuge supérstite (…) se condene a la NACIÓN- RAMA JUDICIAL- 

DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL a: 
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(…) reconocer y pagar la prima especial mensual sin carácter salarial prevista en 

el artículo 14 de la Ley 4 de 1992, en cuantía equivalente al 30% de la asignación 

básica mensual que se le dejo de pagar a su cónyuge, teniéndola como valor 

adicional sobre dicha asignación básica mensual y no como parte integrante de la 

misma, respecto del tiempo que ejerció como juez penal del circuito esto en el 

periodo comprendido entre el 1° de abril de 1997 y el 1° de septiembre de 2015 “. 

(FL.2)  (Subrayado de la Sala y negrillas del texto original). 

    

III. CONSIDERACIONES 

 

El artículo 130 de la Ley 1437 de 2011 dispone, que los Magistrados y Jueces 

deberán declararse impedidos, o serán recusables, por las causales 

contempladas en el mismo artículo y en los casos señalados en el Código de 

Procedimiento Civil, remisión que hoy debe entenderse realizada al C.G.P. 

 

El numeral 1° del artículo 141 del citado C. G. P., establece: 

 
 
“Artículo 141. Causales de Recusación.- Son causales de recusación las 

siguientes: 

 1. Tener el juez, su cónyuge o alguno de sus parientes dentro del cuarto 

grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil, interés 

directo o indirecto en el proceso.  

 

[...]” (Subrayado fuera de texto). 
 

 

De conformidad con los numerales 3° y 5° del artículo 131 del C.P.A.C.A, cuando 

el Magistrado advierta la existencia de una causal de impedimento, deberá 

declararse impedido expresando los hechos en que se fundamenta y, si el 

impedimento comprende a todo el Tribunal Administrativo, el expediente se 

enviará a la Sección del Consejo de Estado, que conoce del tema objeto de 

controversia, para que decida de plano. Si se declara fundado, devolverá el 

expediente al Tribunal de origen para el sorteo de conjueces, quienes deberán 

conocer del asunto. En caso contrario, devolverá el expediente al referido Tribunal 

para que continúe su trámite. 

 

Frente a las causales de recusación e impedimento la Corte Constitucional ha 

señalado que estas buscan garantizar la imparcialidad del juez en una “doble 

dimensión (i) subjetiva relacionada con “la probidad y la independencia del juez, 
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de manera que éste no se incline intencionadamente para favorecer o perjudicar a 

alguno de los sujetos procesales, o hacia uno de los aspectos en debate, 

debiendo declararse impedido, o ser recusado, si se encuentra dentro de 

cualquiera de las causales previstas al efecto”; y (ii) objetiva, “esto es, sin 

contacto anterior con el thema decidendi, “de modo que se ofrezcan las garantías 

suficientes, desde un punto de vista funcional y orgánico, para excluir cualquier 

duda razonable al respecto”1.  

 

En el mismo sentido, el Consejo de Estado manifestó en la sentencia del 

diecisiete de agosto de dos mil diecisiete. Expediente N° 05001-23-33-000-2016-

02044-01(0645-17): 

 

“Significa lo anterior que los impedimentos y recusaciones buscan que el 

funcionario judicial no se vea influenciado a) por circunstancias de índole personal 

previamente definidas en la ley que lo inclinen a decidir de una u otra forma el 

litigio que le corresponde analizar; b) por aquellas otras relacionadas con el ánimo 

de mantener la posición que se debe revisar y que adoptó como juez de instancia 

anterior dentro del mismo proceso, o como funcionario de orden administrativo 

o en calidad de árbitro frente a la decisión que se juzga en el caso concreto2; 

y c) las que se refirieren a conceptos personales que en relación con el asunto 

legal y con el caso específico, haya emitido el funcionario por fuera del ámbito 

judicial.” (Negrillas fuera de texto original) 

 

Por lo tanto, la Ley 4 de 1992, instituyó el régimen salarial y prestacional de 

los empleados públicos, y en el Artículo 14, estableció una prima no inferior al 

30%, ni superior al 60% del salario básico para,  

 

“(…) los Magistrados de todo orden de los Tribunales Superiores de Distrito 

Judicial y Contencioso Administrativo, Agentes del Ministerio Público 

delegados ante la Rama Judicial y para los Jueces de la República, incluidos 

los Magistrados y Fiscales del Tribunal Superior Militar, Auditores de Guerra y 

Jueces de Instrucción Penal Militar, excepto los que opten por la escala de 

salarios de la Fiscalía General de la Nación, con efectos a partir del primero (1o.) 

de enero de 1993.” (Negrita de la Sala) 

 

                                                             
1 Corte Constitucional. C-600-11 MP. María Victoria Calle Correa.  
 
2 Referido ello a las causales específicas previstas en el artículo 130 del CPACA numerales 1 y 2. 
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Revisado el escrito de demanda, se considera que un eventual reconocimiento y 

pago de la Prima regulada en el Artículo 14 de la Ley 4 de 1992, en la forma 

solicitada por la demandante, puede incidir en los derechos laborales de los 

Magistrados de todo orden de los Tribunales Superiores de Distrito Judicial y 

Contencioso Administrativo y para los Jueces de la República, razón por la cual, 

los integrantes de la Sala Plena  tenemos interés indirecto en las resultas del 

proceso, y como consecuencia, nos encontramos impedidos para conocer de la 

presente controversia. 

 

De otra parte, dando aplicación a lo decidido en sesión de Sala Plena de 27 de 

junio de 2017, a pesar de que se adoptó la decisión para una materia distinta, pero 

afín a la que se analiza, la presente providencia será firmada únicamente por el 

Magistrado Ponente y la Presidente de la Corporación. 

 

En virtud de lo expuesto, la Sala Plena del Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca, 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: DECLÁRASE IMPEDIDA LA SALA PLENA DE ESTA 

CORPORACIÓN, para tramitar y decidir el presente asunto, por las razones 

expuestas en la parte motiva. 

 

SEGUNDO: Por Secretaría remítase la actuación a la mayor brevedad posible 

al Honorable Consejo de Estado para lo pertinente. 

 

Aprobado en sesión de Sala Plena de la fecha. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

     

        ISRAEL SOLER PEDROZA                                AMPARO NAVARRO LÓPEZ 
Magistrado Tribunal Administrativo de                                  Presidente del Tribunal                                          

               Cundinamarca                                             Administrativo de Cundinamarca 
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